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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 18 de mayo de 2011, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Kogan, Genoud, Hitters, de Lázzari, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 97.868, "González, Horacio Alejandro contra Seguros Bernardino Rivadavia Cooperativa Limitada Daños y perjuicios".

A N T E C E D E N T E S


La Sala I de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Lomas de Zamora, confirmó el pronunciamiento de primera instancia que había hecho lugar a la demanda (v. fs. 128/137).


Se interpuso, por la aseguradora, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (v. fs. 140/146 vta.).


Dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I Ó N


A la cuestión planteada, la señora Jueza doctora Kogan dijo:


I. La Cámara confirmó el fallo que acogió la pretensión contra la compañía de seguros, como también en lo que respecta a la tasa de interés aplicable.


Basó su decisión, en lo que interesa al recurso, en que:


Al apelante no le alcanza con la prueba del no pago del premio, pues lo relevante para que opere el instituto de la suspensión de la garantía es acreditar el estado de mora del asegurado, no siendo suficiente invocar la deuda sino demostrar su exigibilidad, por lo que si pretende no cubrir el siniestro debe demostrar antes que nada que se hallaba en condiciones de exigir la prima, resultando imprescindible para verificar esto el aporte de las condiciones de pago pactadas (v. fs. 131 vta.).


El asegurado abonó la última cuota el día 2 de mayo de 2002 y el robo del bien asegurado se produjo el día 9 de mayo de 2002, por lo tanto, el actor contaba con cobertura y plena vigencia de la misma (v. fs. 131 vta.).


Y, finalmente, el tribunal a quo -luego de manifestar la postura que ha venido sosteniendo con respecto a la tasa de interés aplicable- confirmó lo decidido por el juez de primera instancia en base al principio de reformatio in pejus (v. fs. 135/136).


II. Contra esta decisión se alza la aseguradora, denunciando que el tribunal a quo efectuó una errónea aplicación de los arts. 509, 750, 919, 1071 y 1198 del Código Civil; 1, 3, 4, 11, 17 y 30 de la ley 17.418; y 375 del Código Procesal Civil y Comercial. Asimismo, señala que ha transgredido los arts. 1, 2, 3 y concs. de la ley 17.418; 499, 910, 1197, 1198 primera parte y concs. del Código Civil; 34 inc. 4°, 60, 163 inc. 6°, 164, 272, 375, 384 y concs. del Código Procesal Civil y Comercial; 15 de la Constitución provincial y 17, 19 y concs. de la Constitución nacional. Denuncia la existencia de absurdo en el pronunciamiento. Hace reserva del caso federal.


Expresa en suma que:


1) Surge de los certificados que la póliza fue extendida a favor del acreedor prendario V.W. Compañía Financiera con vigencia hasta el 5-V-2002. También se acredita que la cobertura tendría validez en tanto subsistiera la deuda prendaria, que venció el 2-V-2002, con lo cual se había extinguido la condición de subsistencia del seguro siendo que el robo del automóvil habría ocurrido el 9-V-2002 cuando se había agotado su vigencia (v. fs. 142).


El criterio de la Cámara de aplicar la tasa activa es ilegal e inaceptable, en tanto exhibe, aun indirectamente, un claro propósito indexatorio lo que se encuentra prohibido (v. fs. 143/146).


III. Entiendo que le asiste parcialmente razón, al recurrente.


A) En relación al primero de los agravios expuestos, el recurso se muestra insuficiente.


En efecto, en las presentes actuaciones la Cámara fundó su decisión en que la accionada no había acreditado el estado de mora del asegurado, para lo cual -señaló- no bastaba con invocar la deuda sino que era necesario mostrar su exigibilidad.


Sabido es que -de conformidad a lo puntualizado por este Tribunal- la mora en el pago de la prima implica la suspensión de la cobertura, lo que la ley traduce en la fórmula que señala que el asegurador no será responsable por el siniestro ocurrido antes del pago. La suspensión de la cobertura no es una caducidad, sino una realización del principio exceptio non adimpleti contractus, calificado por algunos como una sanción civil y por otros como una caducidad en potencia, o bien una pena privada. Lo cierto es que en todos estos casos de mora se suspende la eficacia del contrato en lo que concierne a la obligación del asegurador (conf. Ac. 81.557, sent. del 25-VI-2003).


En autos el a quo concluyó en la inexistencia del estado de mora en virtud de que el actor había abonado la última cuota el día 2 de mayo de 2002, y se había producido el robo del bien el día 9 de mayo de 2002, por lo que contaba con cobertura vigente (v. fs. 131 vta.).


Tales premisas no han sido idóneamente cuestionadas por el recurrente, quien se desentiende de las mismas para verter su mero parecer disidente, sin conmover los fundamentos basales de la Cámara, el cual juzga -en base a lo expuesto- acertado el acogimiento de la pretensión actora, por lo tanto el impugnante incumple la manda técnica contenida en el art. 279 del Código Procesal Civil y Comercial.


A ello se suma que los jueces de grado tienen amplias facultades en lo que hace a la apreciación de la prueba, siendo que la valoración de la misma, como la interpretación de la documental, es una cuestión de hecho que sólo puede ser revisada en la instancia extraordinaria en caso de absurdo evidente (conf. Ac. 88.640, sent. del 6-IX-2006), y se hallan, por lo tanto, libres de censura mientras no se alegue y demuestre de un modo concluyente que son el resultado de razonamientos absurdos (Ac. 68.250, sent. del 16-II-2000, entre otras). Al respecto, si bien el recurrente denunció dicho vicio, en lugar de demostrar su pretendida existencia, se limitó a discrepar con lo resuelto y, principalmente, a manifestar su parecer sobre los elementos probatorios.


Tal circunstancia sella la suerte adversa de su planteo, pues esta Suprema Corte ha sostenido que disentir con lo resuelto por la Cámara, no es base idónea de agravios, ni configura absurdo que dé lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, pues dicha anomalía queda configurada sólo cuando media cabal demostración de su existencia. Es así que cuando se pretenden impugnar las conclusiones de un pronunciamiento sobre las cuestiones fácticas de la litis, no basta con presentar la propia versión sobre el mérito de las mismas, sino que es necesario realizar un juicio crítico de los razonamientos desarrollados por el sentenciante y demostrar cabalmente que padecen de un error grave, trascendente y fundamental (conf. Ac. 81.897, sent. del 12-XI-2003, Ac. 81.771, sent. del 19-V-2004; Ac. 82.843, sent. del 30-III-2005).


B) Debo otorgar razón, en cambio, al impugnante en punto a la tasa de interés aplicable dado que este Tribunal ha fijado posición en casos sustancialmente análogos al aquí ventilado (art. 31 bis, ley 5827).


En efecto, se configura en autos la infracción denunciada por el recurrente, en cuanto el fallo en crisis viola la doctrina legal de esta Corte (art. 279 del C.P.C.C.), desde que la tasa de interés reconocida para el período que va desde el 2-X-2002 hasta la fecha de efectivo pago no se compadece con la doctrina legal vigente y que se denuncia infringida por el recurrente, posterior a la reforma de la ley 25.561 (B.O., 7-I-2002) al art. 7 de la ley 23.928 y anteriores a la sentencia en crisis dictada con fecha 13-X-2005.


Así, en las causas C. 101.774, "Ponce" y L. 94.446, "Ginossi" (ambas sentencias del 21-X-2009) se decidió -por mayoría- ratificar la doctrina que sostiene que a partir del 1 de abril de 1991, los intereses moratorios deben ser liquidados exclusivamente sobre el capital (art. 623, Código Civil) con arreglo a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta días, vigente al inicio de cada uno de los períodos comprendidos y, por aquellos días que no alcancen a cubrir el lapso señalado, el cálculo será diario con igual tasa (conf. arts. 7 y 10, ley 23.928, modificada por ley 25.561; 622, Código Civil; causas Ac. 43.448, "Cuadern", sent. del 21-V-1991; Ac. 49.439, "Cardozo", sent. del 31-VIII-1993; Ac. 68.681, "Mena de Benítez", sent. del 5-IV-2000; L. 80.710, sent. del 7-IX-2005, entre otras).


Ello autoriza a declarar procedente el agravio planteado y revocar la sentencia en lo concerniente a la tasa de interés aplicable a partir del 2 de octubre del año 2002, correspondiendo liquidar dichos accesorios según la alícuota que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de depósito a treinta días, vigente en los distintos períodos de aplicación.


c) En atención a la suerte del recurso, se imponen las costas de esta instancia en un 80% al recurrente y en un 20% al recurrido (arts. 68, 2da. parte y 289, C.P.C.C.).


Con el alcance indicado voto por la afirmativa.


El señor Juez doctor Genoud, por los mismos fundamentos de la señora Jueza doctora Kogan, votó la cuestión planteada también por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


1. Adhiero a la opinión de los distinguidos colegas que me preceden en lo que hace al planteo abordado en el punto A), pues, al igual que ellos, entiendo que el recurso extraordinario ha sido insuficientemente fundado, lo que conduce a su desestimación (art. 279 del C.P.C.C.).


Ello así, toda vez que el desarrollo argumental sobre el que transita la crítica que postula el quejoso se desentiende del fundamento central que sustentó la decisión de la alzada, vale decir, la inexistencia de estado de mora por parte del asegurado (fs. 131 vta.). A ello cabe añadir, que la pretensión recursiva -en tanto intenta demostrar, a partir de los elementos de prueba obrantes en autos, que el actor no revestía la calidad de asegurado, y que la vigencia temporal de la póliza había concluido- importa disentir con la conclusión a la que arribó el a quo a partir del análisis del material probatorio sin demostrar que en dicha faena haya incurrido en absurdo -única causal que habilita la revisión de estos aspectos del decisorio recurrido- todo lo cual sella la suerte adversa del embate (art. 289 del C.P.C.C.).


2. En lo que respecta al agravio vinculado con la tasa de interés, comparto también lo desarrollado en el primer voto. 


Si bien en los citados precedentes C. 101.774, "Ponce" y L. 94.446, "Ginossi", no adherí a la posición mayoritaria de esta Corte (y en tal sentido dejo a salvo mi opinión respecto del mérito de dicha doctrina legal), lo cierto es que, como fuera anticipado, la temática ha sido resuelta por esta Corte en los aludidos casos análogos, lo que resulta suficiente para dar respuesta al sub judice (art. 31 bis, ley 5827).


3. Asimismo, comparto la imposición de costas propuesta.


Voto, con el alcance indicado, por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:


1. Adhiero a lo expresado por la doctora Kogan en los puntos A) y C) de su voto.


2. En lo que respecta al agravio vinculado con la tasa de interés, he sostenido recientemente (a partir de las causas L. 94.446, "Ginossi" y C. 101.774, "Ponce", ambas sents. del 21-X-2009), que el art. 622 del Código Civil otorga a los jueces la facultad de determinar, si no los hubieran convenido las partes ni se hubiese fijado uno legal, los intereses -o la tasa según la cual se han de calcular- que habrá de producir cierto capital.


Agregué que esa discrecionalidad que se autoriza debe ser ejercida prudentemente, atendiéndose -antes que a criterios bancarios o mercantiles- al armónico juego de diversos principios: la compensación que debe recibir el acreedor, el peligro de provocar un enriquecimiento sin causa, las reglas de moral y buenas costumbres, y el plexo de valores implícito en los arts. 953 y 954 del Código Civil, etc. A la vez, con la fijación de los intereses no se intentará corregir la depreciación monetaria o subsanar los efectos de la crisis económica (causa B. 49.193 bis, "Fabiano"; sent. del 2-X-2002), ni tampoco se establecerán tasas tan excesivas o tan escasas que la función de los intereses quede desnaturalizada, porque ello resultaría un absurdo en los términos en que lo ha definido desde siempre esta Corte y, eventualmente, una arbitrariedad en la concepción de la Corte Suprema de la Nación.


En esos precedentes también admití que mi postura implicaba un apartamiento de la doctrina fijada por esta Suprema Corte (a partir de la causa Ac. 43.448, "Cuadern", sent. del 21-V-1991) según la cual los intereses compensatorios deben ser calculados a la tasa pasiva usada por el Banco de la Provincia de Buenos Aires, fundando tal apartamiento en que, de seguir sosteniéndose aquel criterio, se incurriría en notoria contradicción: no puede declararse que los jueces tienen la facultad de fijar las tasas con que se calcularán los intereses y, al mismo tiempo, disponer que deben acatamiento al tipo que usa este Tribunal. Ante ello, como también lo hiciera el doctor Hitters en las causas ya señaladas, consideré necesario modificar la doctrina legal vigente, recalcando que la determinación de la tasa de interés es propia de los jueces de grado, quienes deberán ejercer prudentemente y dentro de los límites señalados, la discrecionalidad que les ha sido autorizada.


La postura que sustenté ha resultado minoritaria, ratificándose por la mayoría de esta Suprema Corte la doctrina según la cual los intereses moratorios deben ser calculados a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta días, vigente al inicio de cada uno de los períodos comprendidos y, por aquellos días que no alcance a cubrir el lapso señalado, el calculado será diario con igual tasa.


Ante ello, puesto que uno de los objetivos del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley es no sólo mantener sino -y especialmente- procurar la unidad en la jurisprudencia, ante la reiteración de los pronunciamientos habidos sobre el tema y a tenor de lo prescripto por el art. 31 bis de la ley 5827 (y dejando siempre a salvo mi opinión al respecto), corresponde revocar lo decidido por la Cámara al respecto.


En mérito a lo expuesto, corresponde declarar procedente el agravio planteado y revocar la sentencia en lo concerniente a la tasa de interés aplicable a partir del 2 de octubre de 2002, correspondiendo liquidar dichos accesorios según la alícuota que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de depósito a treinta días, vigente en los distintos períodos de aplicación.


Por lo expuesto, adhiero al voto de la doctora Kogan y doy el mío por la afirmativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente 

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se hace lugar parcialmente al recurso de inaplicabilidad interpuesto, revocando la sentencia impugnada en lo concerniente a la tasa de interés aplicable a partir del 2 de octubre del año 2002 y hasta el efectivo pago, correspondiendo liquidar dichos accesorios según la alícuota que paga el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de depósito a treinta días, vigente en los distintos períodos de aplicación. Costas a la recurrente en un 80% y el restante 20%, a la recurrida (arts. 68, 2da. parte y 289 del C.P.C.C.). 


El depósito previo de $ 2.610 efectuado a fs. 149, será devuelto a la interesada (art. 293 del C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase.


EDUARDO NESTOR DE LAZZARI


JUAN CARLOS HITTERS
LUIS ESTEBAN GENOUD


HILDA KOGAN



CARLOS E. CAMPS 



Secretario

       1 IF  = 15 = -1 
!Especificación de carácter no válida
 "Siguen" "" \* MERGEFORMAT 

 IF 1 = 15 "" "///" \* MERGEFORMAT 
///
  

       14 IF  = 15 = -1 
!Especificación de carácter no válida
 "Siguen" "" \* MERGEFORMAT 

 IF 14 = 15 "" "///" \* MERGEFORMAT 
///
  


